DEFECTO FACTICO - Noción / DEFECTO FACTICO - La valoración de las pruebas aportadas al proceso debe hacerse conforme a las reglas de la sana critica 

Sobre el defecto fáctico como causal especial de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, ha indicado la Jurisprudencia que se entiende como aquel que surge o se presenta por omisión en el decreto y la práctica de las pruebas; la no valoración del acervo probatorio y el desconocimiento de las reglas de la sana crítica… Es claro pues para la Sala que, en virtud del principio constitucional de autonomía e independencia judicial, les asiste a los Jueces un amplio margen al momento de efectuar la valoración de las pruebas aportadas al proceso, conforme a las reglas de la sana crítica; no obstante, tal poder conlleva un límite, pues no puede ser ejercido de manera arbitraria, en detrimento de las garantías procesales de las partes y de sus derechos fundamentales.
DEFECTO PROCEDIMENTAL - Configuración / DEFECTO PROCEDIMENTAL - En las actuaciones judiciales debe prevalecer el derecho sustancial

En relación con el defecto procedimental vale la pena destacar que la Corte Constitucional, con sustento en el artículo 228 de la Constitución Política, ha indicado que el funcionario judicial incurre en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto cuando no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, por la aplicación en exceso rigurosa del derecho procesal, pese a que dicha actuación devenga en el desconocimiento de derechos. Por su parte, la Jurisprudencia de la Sala ha sostenido que de conformidad con el citado artículo 228 de la Constitución Política, en las actuaciones judiciales debe prevalecer el derecho sustancial, de manera que la observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio no sirva de pretexto para sacrificar derechos constitucionales, en consideración a que el fin mismo del procedimiento, a voces de los artículos 103 del C.P.A.C.A. y 11 del C.G. del P., es lograr la efectividad de los derechos subjetivos de las partes y demás intervinientes en los procesos.

FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 103 / CODIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTICULO 11
DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE - Se configura por inaplicación del  criterio de esta Corporación en materia de indemnización de perjuicios por lesiones / PRECEDENTE JUDICIAL - Los jueces pueden apartarse si exponen sus razones de su propio precedente o del precedente resuelto por el superior jerárquico

En lo que concierne al otro defecto endilgado por la parte actora, esto es, el desconocimiento del precedente, se tiene que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, el poder judicial es autónomo e independiente y los Jueces en sus providencias solo están sometidos al imperio de la ley, pero esta regla general de independencia y autonomía no puede considerarse como absoluta, sino que está limitada por la realización de otros valores constitucionales, según lo ha definido la Jurisprudencia Constitucional. No obstante lo anterior, la Jurisprudencia Constitucional también ha admitido la posibilidad que tiene el Juez de apartarse de su propio precedente o del precedente de su superior jerárquico, siempre y cuando se sustenten debidamente las razones de su posición (principio de razón suficiente).

FUENTE FORMAL: CONTITUCION POLITICA - ARTICULO 228 / CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 230

ACCION DE TUTELA - Ampara los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la Administración de Justicia / LIQUIDACION DEL LUCRO CESANTE - Cuando se trata de lesiones físicas, está determinado por la disminución de la capacidad laboral
La Sección Quinta del Consejo de Estado, en la sentencia impugnada, consideró que el fallo del Tribunal se apartó del precedente del Consejo de Estado frente al reconocimiento de perjuicios por lesiones y, específicamente, declaró que se habían desconocido los pronunciamientos de 28 de agosto de 2014 (Expedientes núms. 31170 y 31172)… Ahora bien, es menester analizar el precedente de esta Corporación, en relación con la indemnización de perjuicios en caso de lesiones… Para la Sala, asistió razón al a quo al considerar que en la sentencia cuestionada el Tribunal se apartó del criterio de esta Corporación en torno al reconocimiento del daño a la salud, por pérdida de la capacidad laboral, pues como quedó expuesto, éste se refiere a la afectación a la integridad psicofísica, es decir, a la valoración del daño corporal, que parte de un componente objetivo determinado con base en el porcentaje de invalidez decretado y uno subjetivo que atiende a las consecuencias particulares de la víctima de la lesión. Por tanto, no era del caso denegar la indemnización por daño a la salud, cuando la afectación psicofísica resultó plenamente probada… Si bien es cierto que en el fallo censurado el ad quem advirtió que la Jurisprudencia en comento en ningún momento eliminó la carga probatoria de demostrar la intensidad de la lesión como parámetro para tasar la respectiva indemnización, debió también tener en cuenta que, en relación con el perjuicio moral, la Jurisprudencia de esta Corporación, de manera reiterada, ha señalado que se tiene por probado, en el caso del lesionado, con la sola prueba de las lesiones y se infiere en los grados de parentesco cercanos. De allí que no pueda desconocerse la regla de la experiencia acorde con la cual la familiaridad comporta cercanía afectiva y genera a los parientes congoja o aflicción por el daño causado al ser querido. De manera que tampoco es de recibo el argumento del Tribunal en el sentido de denegar la indemnización por daño moral, por considerar que no existían pruebas de una afectación moral grave en detrimento suyo y menos aún, en detrimento de sus familiares, pues, de conformidad con las sentencias de unificación analizadas, la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa incide para efectos de determinar el monto indemnizatorio, mas no el perjuicio como tal. Y finalmente, destaca la Sala que la Jurisprudencia de esta Corporación ha reconocido los perjuicios materiales por lucro cesante, teniendo en cuenta la disminución de la capacidad laboral… Por lo que, en lo concerniente a este asunto, estima la Sala que debió considerar el Tribunal que cuando se trata de lesiones físicas, el lucro cesante está determinado por la disminución de capacidad para laborar… En conclusión, deben ampararse los derechos fundamentales del actor, por haberse acreditado el desconocimiento del precedente de esta Corporación en materia de indemnización de perjuicios por lesiones, por lo que se confirmará la sentencia impugnada. Por último, no se configuraron los defectos fáctico y procedimental de la providencia, porque no se observa que se haya omitido valorar pruebas ni que el Juez haya actuado al margen de los procedimientos establecidos.
NOTA DE RELATORIA: En relación al reconocimiento de perjuicios por lesiones, Consultar: sentencia de 28 de agosto de 2014, exp. 050001-23-31-000-1997-01172-01(31170), M.P. Enrique Gil Botero, sentencia de 28 de agosto de 2014, exp. 1999-00326(31172), M.P. Olga Mélida Valle.
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Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCION TERCERA - SUBSECCION A

Decide la Sala la impugnación interpuesta por el Magistrado de la Sección Tercera -Subsección A- del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, doctor Juan Carlos Garzón Martínez, contra la sentencia de 10 de marzo de 2016, mediante la cual la Sección Quinta del Consejo de Estado concedió el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la Administración de Justicia del actor.

I – ANTECEDENTES.

I.1.- La acción.

El ciudadano JOSÉ MIYER URBINA ARIZA, obrando en nombre propio y en ejercicio de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, solicitó la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la Administración de Justicia, igualdad y confianza legítima, presuntamente vulnerados por la Sección Tercera -Subsección “A”- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, al proferir la sentencia de 19 de noviembre de 2015, dentro del proceso de reparación directa radicado bajo el número 2013-00292.

I.2.- Hechos.
1. Los ciudadanos JOSÉ MIYER URBINA ARIZA (en calidad de víctima), Ulises Urbina Virguez (padre de la víctima), Dayán Mauricio Urbina Virguez y Jili María Urbina Ariza (hermanos de la víctima), en ejercicio del medio de control de reparación directa, presentaron demanda ante el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, tendiente a que se declarara administrativamente responsable al Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, por las lesiones sufridas por el soldado regular JOSÉ MIYER URBINA ARIZA, en su mano derecha, el día 13 de agosto de 2011, mientras operaba, por orden de un Superior, una guadaña para cortar césped.

2. El Juzgado 31 Administrativo Oral de Bogotá, mediante sentencia de 16 de enero de 2015, accedió a las pretensiones de la demanda y condenó a la demandada a las siguientes indemnizaciones: perjuicio material y a la salud a favor del afectado directo, y perjuicios morales a favor de todos los demandantes.

3. La sentencia fue modificada por la Sección Tercera -Subsección A- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, en el sentido de condenar únicamente al pago de perjuicios morales a favor de la víctima y denegar las demás pretensiones de la demanda.

I.3. Fundamentos de la Solicitud.

A juicio del actor, la providencia del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA incurrió en desconocimiento del precedente, defecto procedimental y defecto fáctico.

-Desconocimiento del precedente: Explicó que el Tribunal desconoció la Jurisprudencia del Consejo de Estado que sostiene que el Acta de la Junta Médica Laboral es prueba idónea y suficiente para determinar las lesiones y la disminución total de la capacidad laboral de los miembros de la Fuerza Pública y, por lo tanto, es el documento adecuado y necesario para liquidar los perjuicios materiales, morales y de daños a la salud.

Señaló que es indispensable para la liquidación de los perjuicios materiales el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral consignado en el Acta de la Junta Médica Laboral, siendo éste documento el idóneo para probar los mencionados perjuicios. En tal sentido, citó las sentencias proferidas por el Consejo de Estado el  29 de julio de 2010 (Expediente núm. 4700-05, M.P. Bertha Lucía Ramírez de Páez); 10 de marzo de 2011 (Expediente núm. 19159, M.P. doctor Danilo Rojas Betancourth) y 7 de julio de 2011 (Expediente núm. 22462, M.P. Gladys Agudelo Ordóñez), que se refirieron a la importancia de las actas de la Junta Médica Laboral, ya que “permiten conocer el verdadero daño que obtuvo la víctima como consecuencia de una lesión sufrida durante la actividad militar”.

Resaltó que el Acta de la Junta Médica Laboral posee tal relevancia que es determinante incluso para establecer la caducidad de la acción, ya que es desde su notificación que se contabiliza el respectivo término y no desde la ocurrencia de los hechos, como lo ha sostenido la Jurisprudencia del Consejo de Estado.

Afirma que la autoridad judicial demandada incurrió en desconocimiento del precedente jurisprudencial del Consejo de Estado, según el cual los perjuicios materiales de vida de relación y morales se liquidan con base en las Juntas Médicas Laborales, para lo cual citó las siguientes providencias:

- Auto de 27 de febrero de 2003, Expediente núm. 18735, M.P. Germán Rodríguez Villamizar.

- Sentencia de 7 de julio de 2011, Expediente núm. 22462, M.P. Gladys Agudelo Ordóñez.

- Sentencia de 7 de marzo de 2002, Expediente núm. 21871, M.P. Ricardo Hoyos Duque.

- Sentencia de 10 de marzo de 2011, Expediente núm.: 19159, M.P. Danilo Rojas Betancourth. 

Frente a la liquidación y determinación de los perjuicios morales, explicó que conforme a las reglas de la experiencia, se presume el perjuicio moral de la víctima cuando se comprueba su lesión o disminución de la capacidad laboral, motivo por el que se debe reconocer una indemnización que corresponda a una reparación integral, según el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 y la Jurisprudencia del Consejo de Estado.



Puso de presente la sentencia de unificación de 28 de agosto de 2014 de la Sección Tercera del Consejo de Estado (Expediente núm. 1999-00326-01[31172], M.P. Olga Mélida Valle de de La Hoz) en la que se definieron los rangos de reparación del daño moral, en caso de lesiones de acuerdo con el porcentaje de incapacidad laboral.

En cuanto a los perjuicios de daño a la salud indicó que es imprescindible contar con el Acta de la Junta Médica Laboral para comprobar las limitaciones que tiene la víctima en relación con el desarrollo de las actividades básicas diarias y de disfrute, pues la información que se registra en dicho documento es determinante para que el Juez pueda valorar los antecedentes, los conceptos de los especialistas, la anamnesis, el examen físico, el diagnóstico, la imputación de las lesiones y, sobre todo, el grado de disminución de la capacidad laboral. El rango de liquidación de este tipo de perjuicios también fue objeto de pronunciamiento en la sentencia de unificación de la Sección Tercera del Consejo de Estado (Expediente núm. 31172).

Consideró que se desconocieron igualmente sentencias de la misma Sección Tercera del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, en las cuales se dio validez al Acta de la Junta Médica Laboral para determinar la respectiva reparación; así como también precedentes judiciales en acciones de tutela que protegieron los derechos fundamentales de quienes en procesos de reparación directa no se les tuvo en cuenta el Acta de la Junta Médica Laboral, para la liquidación de los perjuicios materiales, morales y de daño a la salud
.

-Defecto procedimental: Sostuvo que la providencia cuestionada incurrió en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, al desestimar el Acta de la Junta Médica Laboral y exigir la comprobación de circunstancias adicionales para efectos del reconocimiento de los perjuicios reclamados.

-Defecto fáctico: Por último se refirió al defecto fáctico de la sentencia censurada, por cuanto en ella el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA restó validez a una prueba determinante, que permitía cuantificar el daño y tasar la indemnización, sin proponer, dentro de las amplias facultades oficiosas del Juez, una prueba alternativa que pudiese cumplir con los requerimientos del caso.

I.4. Pretensiones.

Solicita que se deje sin efecto la sentencia de 19 de noviembre de 2015, proferida por la Sección Tercera -Subsección A- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, y, en su lugar, se ordene dictar una nueva en la que se tenga en cuenta el precedente jurisprudencial del Consejo de Estado en la materia.

I.5. Contestación.

El Magistrado de la Sección Tercera -Subsección A- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, doctor Juan Carlos Garzón Martínez, mediante escrito visible a folio 68, rindió informe sobre los hechos de la tutela y señaló que:

La presente acción de tutela es improcedente, en virtud de los principios de residualidad y transitoriedad del mecanismo de amparo, los cuales implican la imposibilidad de someter al Juez Constitucional asuntos para los cuales el ordenamiento jurídico tiene previstos otros medios de defensa.

Que, de acuerdo con las atribuciones del Juez de segunda instancia, la Sala del Tribunal sólo era competente para pronunciarse sobre los reparos concretos planteados por el impugnante, en ese caso, el Ministerio de Defensa – Ejército Nacional.

Que no se desconoció el precedente jurisprudencial del Consejo de Estado que da valor probatorio a la información contenida en el Acta de la Junta Médica Laboral, pues precisamente se tomó dicho documento como base para establecer el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral dictaminada al actor. No obstante, también se pudo determinar que las secuelas correspondían a una incapacidad parcial en la dinámica de su mano derecha, que no afecta totalmente su movilidad y no le impide ejercer actividades cotidianas.

Que para resolver lo concerniente a los perjuicios morales y de daño a la salud, se analizó el precedente del Consejo de Estado, incluso la sentencia de unificación proferida por la Sección Tercera que cita el accionante y con fundamento en ello y en el material probatorio obrante en el proceso se adoptó la decisión de fondo.

Que los hechos alegados por el actor no constituyen defecto fáctico ni procedimental de la providencia, en la medida en que no se omitió la valoración de pruebas ni se actuó al margen de los procedimientos establecidos.

El Juzgado Treinta y Uno Administrativo del Circuito de Bogotá se opuso a la vinculación de ese Despacho a la actuación judicial, por considerar que según los hechos y fundamentos de la acción de tutela, no vulneró derecho fundamental alguno.

II. FUNDAMENTOS DEL FALLO IMPUGNADO.

La Sección Quinta del Consejo de Estado, mediante fallo de 10 de marzo de 2016, resolvió:

“PRIMERO.- AMPÁRANSE los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia del señor José Miller Urbina Ariza, de acuerdo con los argumentos y fundamentos expuestos en esta sentencia.

SEGUNDO.- DÉJASE sin efecto la sentencia de segunda instancia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, en noviembre diecinueve (19) de dos mil quince (2015), dentro del proceso de reparación directa radicado bajo el número 11001-3336-031-2013-00292-01.

TERCERO.- ORDÉNASE al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A, que dicte una nueva sentencia de segunda instancia en donde tenga en cuenta (i) la incapacidad del 12.5%, reconocida en el Acta de la Junta Médico Laboral No. 62153 de agosto quince (15) de dos mil trece (2013), al señor Jose Miyer Urbina Ariza, (ii) las sentencias de unificación de la Sección Tercera del Consejo de Estado de 28 de agosto de 2014, Exp. 31170, C.P. Enrique Gil Botero, y Dra. Olga Mélida Valle de De La Hoz, expediente 199900326 (31.172), y (iii) los argumentos y fundamentos expuestos en esta sentencia.”
Adujo el a quo que el Tribunal demandado incurrió en desconocimiento del precedente judicial del Consejo de Estado, por cuanto los perjuicios materiales de vida de relación, morales y de daños a la salud se liquidan con base en las Actas de las Juntas Médicas Laborales, tal y como se concluyó en las sentencias que fueron citadas por el accionante.

Sobre el particular, advirtió que si bien la Autoridad Judicial accionada expuso las conclusiones sobre el contenido y alcance de las citadas providencias, lo cierto es que esa postura interpretativa desconoció los referidos precedentes, en los cuales se tomó como base para el reconocimiento de las indemnizaciones, los porcentajes reconocidos por incapacidad en las Actas de la Junta Médica Laboral, “lo que significa que esta prueba acredita los perjuicios morales y los daños a la salud, pues de allí se deriva la gravedad de la lesión”.

Agregó que “Esta posición corresponde a la tesis que esta Sala sostuvo en un asunto idéntico al que hoy nos ocupa, en el que se dispuso el amparo de los derechos fundamentales invocados, por considerar que el acta de la Junta Médica Laboral tiene el valor suficiente para acreditar los perjuicios morales y los daños a la salud, ello con fundamento en las sentencias de unificación antes referidas[
]”.

Sostuvo que el ad quem interpretó de manera contraevidente las sentencias de unificación de la Sección Tercera del Consejo de Estado, que señalan que la intensidad o gravedad de la lesión se deriva precisamente del porcentaje de incapacidad laboral determinado por la Junta Médica Laboral.

III. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN.

El Magistrado de la Sección Tercera -Subsección A- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, doctor Juan Carlos Garzón Martínez, impugna oportunamente la decisión y alega que en el caso bajo estudio se realizó una adecuada e integral valoración probatoria y normativa que descarta los defectos endilgados por la parte actora a la sentencia proferida el 19 de noviembre de 2015, dentro del proceso de reparación directa radicado bajo el número 2013-00292.

Arguyó que no solo no se desconoció el contenido del Acta de la Junta Médica Laboral, sino que además fue la prueba que permitió concluir que la afectación sufrida con ocasión de la lesión en la mano, lo fue para la actividad militar, pero ello no acreditó el grado de afectación de la víctima.

Que al analizar el contenido de la sentencia de unificación de 28 de agosto de 2014 de la Sección Tercera del Consejo de Estado (Expediente núm. 1999-00326-01[31172] -la cual es invocada por el accionante como precedente desconocido-, la Sala llegó a las siguientes conclusiones:

Sobre los perjuicios materiales: con fundamento en el Acta de la Junta Médica Laboral se pudo determinar un porcentaje del 12.5% de pérdida de la capacidad laboral, que corresponde a una incapacidad parcial en la dinámica de su mano derecha, el cual no afecta totalmente la movilidad de la misma, ni le impide ejercer actividades cotidianas, teniendo en cuenta, además, que dicho porcentaje dista de los citados por el accionante en casos análogos como el de los Expedientes núms. 2013-00080 y 2012-00280, en los que las Actas demostraron porcentajes superiores al 50%.

Sobre los perjuicios morales: se analizó la sentencia de unificación del Consejo de Estado y se pudo inferir que su existencia no desconoce el arbitrio judicial. De ahí que sea importante resaltar que el Juez de la reparación no está llamado a aplicar los parámetros jurisprudenciales como un simple operador mecánico, sino que debe en cada caso efectuar una labor concienzuda y razonada sobre los hechos probados.

Sobre los perjuicios por daño a la salud: se realizó el respectivo análisis normativo y probatorio, de conformidad con la evolución que ha tenido la Jurisprudencia en la materia.

Agregó que no es posible equiparar el perjuicio de una persona cuya lesión lo imposibilita para el desarrollo de su vida civil con la incapacidad de una persona disminuida para el ejercicio de la actividad militar, porque en las demás actividades de su vida tendrá pleno desarrollo.

IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

En ejercicio de la presente acción, se pretende dejar sin efecto la sentencia de 19 de noviembre de 2015, por medio de la cual la Sección Tercera -Subsección A- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, modificó el fallo de primer grado, proferido por el Juzgado 31 Administrativo Oral de Bogotá, dentro del proceso de reparación directa radicado bajo el número 2013-00292.

Al respecto, es menester señalar que la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en sentencia de 31 de julio de 2012 (Expediente núm. 2009-01328, Actora: Nery Germania Álvarez Bello, M.P. María Elizabeth García González), en un asunto que fue asumido por importancia jurídica y con miras a unificar la Jurisprudencia, luego de analizar la evolución jurisprudencial de la acción de tutela contra providencias judiciales tanto en la Corte Constitucional como en esta Corporación, concluyó que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala había sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente núm. AC-10203) han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales. De ahí que a partir de tal pronunciamiento se modificó ese criterio radical y se declaró la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, cuando se esté en presencia de la violación de derechos constitucionales fundamentales, debiéndose observar al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente.

En sesión de 23 de agosto de 2012, la Sección Primera adoptó como parámetros jurisprudenciales a seguir, los señalados en la sentencia C-590 de 8 de junio de 2005, proferida por la Corte Constitucional, sin perjuicio de otros pronunciamientos que esta Corporación o aquella elaboren sobre el tema, lo cual fue reiterado en Sentencia de Unificación de la Sala Plena de 5 de agosto de 2014, (Expediente núm. 2012-02201-01, M.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez).

En la mencionada sentencia, la Corte señaló los requisitos generales y específicos para la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial, así:

“Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional [
]. 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable [
].

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez [
].

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna [
].

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible [
].
f. Que no se trate de sentencias de tutela [
].
”  

… Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican. 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales [
] o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado [
]. 

i. Violación directa de la Constitución.”

Los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela.

En el presente caso, se cumple con el requisito de la relevancia constitucional, por cuanto la tutela plantea, con suficiente carga argumentativa, la vulneración del derecho fundamental al debido proceso y al acceso a la Administración de Justicia, con ocasión de los defectos, fáctico, procedimental y desconocimiento del precedente en los que presuntamente incurrió la sentencia censurada al restar validez al Acta de la Junta Médica Laboral, para efectos del reconocimiento de perjuicios por lesiones; contra la decisión de la Sección Tercera -Subsección A- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, no proceden recursos y tampoco se estructuran las causales para la procedencia de los recursos extraordinarios de revisión (artículo 248 y ss. del C.P.A.C.A.) y unificación de Jurisprudencia (artículo 256 y ss., ídem); la sentencia censurada fue proferida el 19 de noviembre de 2015 y la acción de tutela se interpuso el 16 de diciembre del mismo año, es decir, en un plazo razonable
; y, por último, la solicitud identifica los hechos y derechos que se estiman lesionados.
Verificado lo anterior, corresponde examinar si la sentencia de la Sección Tercera -Subsección “A”- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, incurrió en los defectos fáctico, procedimental y desconocimiento del precedente judicial.

Sobre el defecto fáctico como causal especial de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, ha indicado la Jurisprudencia que se entiende como aquel que surge o se presenta por omisión en el decreto y la práctica de las pruebas; la no valoración del acervo probatorio y el desconocimiento de las reglas de la sana crítica
. 

En los casos de desconocimiento de las reglas de la sana crítica, la Corte Constitucional ha sostenido que tal situación se advierte cuando el funcionario judicial, en contra de la evidencia probatoria, decide separarse por completo de los hechos debidamente probados y resolver a su arbitrio el asunto jurídico debatido (valoración defectuosa del material probatorio); o cuando a pesar de existir pruebas ilícitas no se abstiene de excluirlas y con base en ellas fundamenta la decisión respectiva.

No obstante, debe destacarse que la procedencia excepcional de la acción de tutela, en estos casos, está supeditada a la irrazonable valoración probatoria hecha por el Juez; es decir, a que el error en el juicio valorativo de la prueba “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el Juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del Juez que ordinariamente conoce de un asunto”
.
En efecto, cuando se atribuye a una providencia el defecto fáctico, ha dicho la Corte que el papel del Juez constitucional:

“(…) no consiste en suplantar al juzgador de instancia en su tarea de valorar autónomamente los medios de prueba arrimados en forma legal y oportuna al informativo, sino en determinar si al realizar tal actividad incurrió en una ostensible y evidente irregularidad. Es decir, que cuando los Jueces o la Corte conocen de una acción de tutela por vía de hecho deben verificar si al resolver el caso que es materia de análisis el juzgador de instancia en forma abrupta e injustificada se abstuvo de arrimar al proceso el material probatorio necesario para aplicar el supuesto normativo en el que fundamenta su decisión o, aunque teniéndolo, le restó valor o le dio un alcance no previsto en la ley, sin que al ejercer esta función puedan entrar suplantar al juzgador en su función de ponderar en forma autónoma los medios de prueba conforme a las reglas de la sana crítica”.
 (Resaltado fuera del texto).
Es claro pues para la Sala que, en virtud del principio constitucional de autonomía e independencia judicial, les asiste a los Jueces un amplio margen al momento de efectuar la valoración de las pruebas aportadas al proceso, conforme a las reglas de la sana crítica; no obstante, tal poder conlleva un límite, pues no puede ser ejercido de manera arbitraria, en detrimento de las garantías procesales de las partes y de sus derechos fundamentales.

En relación con el defecto procedimental vale la pena destacar que la Corte Constitucional, con sustento en el artículo 228 de la Constitución Política, ha indicado que el funcionario judicial incurre en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto cuando “no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, por la aplicación en exceso rigurosa del derecho procesal, pese a que dicha actuación devenga en el desconocimiento de derechos.”

Por su parte, la Jurisprudencia de la Sala ha sostenido que de conformidad con el citado artículo 228 de la Constitución Política, en las actuaciones judiciales debe prevalecer el derecho sustancial, de manera que la observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio no sirva de pretexto para sacrificar derechos constitucionales, en consideración a que el fin mismo del procedimiento, a voces de los artículos 103 del C.P.A.C.A. y 11 del C.G. del P., es lograr la efectividad de los derechos subjetivos de las partes y demás intervinientes en los procesos.

También la Corte Constitucional, en múltiples ocasiones, ha reivindicado la efectividad de los derechos como finalidad de las actuaciones en las que se desconoce la prevalencia del derecho sustancial, y ha dicho que: “por disposición del artículo 228 Superior, las formas no deben convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su realización. Es decir, que las normas procesales son un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos y no fines en sí mismas.”

Ahora bien, en lo que concierne al otro defecto endilgado por la parte actora, esto es, el desconocimiento del precedente, se tiene que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, el poder judicial es autónomo e independiente y los Jueces en sus providencias solo están sometidos al imperio de la ley, pero esta regla general de independencia y autonomía no puede considerarse como absoluta, sino que está limitada por la realización de otros valores constitucionales, según lo ha definido la Jurisprudencia Constitucional, al indicar que:
 
“En materia de decisiones judiciales, se destaca el respeto por el principio de igualdad (artículo 13 de la Carta), que supone no solamente la igualdad ante la ley sino también de trato por parte de las autoridades y concretamente igualdad en la interpretación y aplicación de la ley por las autoridades judiciales, garantizándose de esta forma la seguridad jurídica y con ella la certeza de la comunidad respecto a la forma en la que se van a decidir los casos iguales. Como resultado de lo anterior, surge como límite a la autonomía e independencia de los Jueces el respeto por el precedente
.
 

Con fundamento en ello, la Corte Constitucional ha considerado que el respeto y coherencia del funcionario judicial con las decisiones que constituyen un precedente en el asunto concreto, es un deber de obligatorio cumplimiento y no una simple facultad discrecional, aclarando que hay al menos cinco razones que explican dicha postura:

 

“i) el principio de igualdad que es vinculante a todas las autoridades e, incluso, a algunos particulares, exige que supuestos fácticos iguales se resuelvan de la misma manera y, por consiguiente, con la misma consecuencia jurídica; ii) el principio de cosa juzgada otorga a los destinatarios de las decisiones jurídicas cierto grado de seguridad jurídica y previsibilidad de la interpretación, pues si bien es cierto el derecho no es una ciencia exacta, sí debe existir certeza razonable sobre la decisión; iii) la autonomía judicial no puede desconocer la naturaleza reglada de la decisión judicial, pues sólo la interpretación armónica de esos dos conceptos garantiza la eficacia del Estado de Derecho; iv) los principios de buena fe y confianza legítima imponen a la Administración un grado de seguridad y consistencia en las decisiones, pues existen expectativas legítimas con protección jurídica; y iv) por razones de racionalidad del sistema jurídico, porque es necesario un mínimo de coherencia a su interior.” 
.

No obstante lo anterior, la Jurisprudencia Constitucional también ha admitido la posibilidad de que un Juez se aparte de su propio precedente o del precedente de su superior jerárquico, siempre y cuando se sustenten debidamente las razones de su posición (principio de razón suficiente)
.

La sentencia objeto de examen.

En la sentencia censurada, la Sección Tercera -Subsección A- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, resolvió:

“PRIMERO: MODIFICAR la sentencia de primera instancia de fecha dieciséis (16) de enero de dos mil quince (2015), proferida por el Juzgado Treinta y Uno (31) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, de acuerdo con la parte considerativa de esta providencia, la cual quedará así: 
“PRIMERO: Declárase extracontractualmente responsable a la Nación - Ministerio de Defensa - Ejercito Nacional, de las lesiones sufridas por el soldado conscripto JOSE MIYER URBINA ARIZA.

SEGUNDO: Como consecuencia de la declaración anterior, condénase a la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional, a indemnizar a la parte demandante, por los perjuicios causados así:

A. Por concepto de perjuicios morales, a favor de JOSE MIYER URBINA ARIZA en la calidad de AFECTADO DIRECTO se reconocerá el equivalente a catorce (14) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

TERCERO: Se niegan las demás pretensiones.”
Encontró el ad quem que el actor no demostró que el grado de afectación del 12.5% diagnosticado le impida ejercer cualquier tipo de actividad económica, o desarrollar sus actividades cotidianas, en atención a que la alteración sufrida no afectó totalmente la movilidad de la mano derecha, lo que imposibilitaba el reconocimiento de perjuicios materiales, por lucro cesante.

En igual sentido, encontró desvirtuados los perjuicios morales y de daño a la salud a favor de los familiares, en razón a que “la pérdida de la uña del tercer dedo de la mano derecha y deformidad en flexión del dedo en mención [no] revisten una afectación moral grave en detrimento suyo y menos aún, en detrimento de sus familiares…”.
Finalmente, consideró que “no se logra establecer cómo la pérdida de la uña del tercer dedo de la mano derecha del señor JOSE MIYER URBINA ARIZA y la deformidad en la flexión de dicho dedo, constituyen un daño a la salud, puesto que no se allegó ningún otro medio probatorio que permitiera establecer en qué consiste la presunta afectación”. Y redujo la indemnización a favor de la víctima por concepto de perjuicios morales.

La Sección Quinta del Consejo de Estado, en la sentencia impugnada, consideró que el fallo del Tribunal se apartó del precedente del Consejo de Estado frente al reconocimiento de perjuicios por lesiones y, específicamente, declaró que se habían desconocido los pronunciamientos de 28 de agosto de 2014 (Expedientes núms. 31170 y 31172), debido a que:

“En efecto, el actor citó como desconocidos los precedentes de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado de agosto veintiocho (28) de dos mil catorce (2014)[
], dentro de los Expedientes 31172, con ponencia de la doctora Olga Mélida Valle de De La Hoz (daño moral) y 31170 con ponencia del doctor Enrique Gil Botero (daño a la salud).

Sobre el particular, la Sala advierte que si bien el Tribunal demandado interpretó y expuso sus conclusiones sobre el contenido y alcance de estas providencias, lo cierto es que esta postura interpretativa condujo al desconocimiento de los referidos precedentes, pues en estos siempre se tomó como referencia para el reconocimiento de las indemnizaciones, los porcentajes reconocidos por incapacidad en las actas de la Junta Médica Laboral, lo que significa que esta prueba acredita los perjuicios morales y los daños a la salud, pues de allí se deriva la gravedad de la lesión.”  (Resaltado fuera del texto).

Ahora bien, es menester analizar el precedente de esta Corporación, en relación con la indemnización de perjuicios en caso de lesiones.

Lo primero que destaca la Sala es que en sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, la Sección Tercera del Consejo de Estado (Expediente núm. 1997-01172-01[31170], M.P. Enrique Gil Botero), se refirió al daño a la salud en los siguientes términos:
“Daño a la salud.

En relación con el perjuicio fisiológico, hoy denominado daño a la salud, derivado de una lesión a la integridad psicofísica de Luis Ferney Isaza Córdoba, solicitado en la demanda, la Sala reitera la posición acogida en las sentencias 19.031 y 38.222, ambas del 14 de septiembre 2011, en las que se señaló: 

(…)

“el daño a la salud se repara con base en dos componentes: i) uno objetivo determinado con base en el porcentaje de invalidez decretado y ii) uno subjetivo, que permitirá incrementar en una determinada proporción el primer valor, de conformidad con las consecuencias particulares y específicas de cada persona lesionada.

Así las cosas, el daño a la salud permite estructurar un criterio de resarcimiento fundamentado en bases de igualdad y objetividad, de tal forma que se satisfaga la máxima “a igual daño, igual indemnización”. 

En consecuencia, se adopta el concepto de daño a la salud, como perjuicio inmaterial diferente al moral que puede ser solicitado y decretado en los casos en que el daño provenga de una lesión corporal, puesto que el mismo no está encaminado al restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la compensación por la aflicción o el padecimiento que se genera con aquél, sino que está dirigido a resarcir económicamente –comoquiera que empíricamente es imposible– una lesión o alteración a la unidad corporal de la persona, esto es, la afectación del derecho a la salud del individuo. 

(…)

De modo que, una vez desarrollado el panorama conceptual del daño a la salud, la Sala Plena de la Sección Tercera unifica su jurisprudencia en torno al contenido y alcance de este tipo de perjuicio inmaterial, en los términos que se desarrollan a continuación: 

Para la reparación del daño a la salud se reiteran los criterios contenidos en las sentencias de unificación del 14 de septiembre de 2011, exps. 19031 y 38222, proferidas por esta misma Sala, en el sentido de que la regla en materia indemnizatoria, es de 10 a 100 SMMLV, sin embargo en casos de extrema gravedad y excepcionales se podrá aumentar hasta 400 SMMLV, siempre que esté debidamente motivado[
]. 

Lo anterior, en ejercicio del arbitrio iudice, para lo cual se tendrá en cuenta la gravedad y naturaleza de la lesión padecida, para tal efecto se utilizarán –a modo de parangón– los siguientes parámetros o baremos: 

	GRAVEDAD DE LA LESIÓN

	Víctima


	Igual o superior al 50%

	100 SMMLV

	Igual o superior al 40% e inferior al 50%

	80 SMMLV

	Igual o superior al 30% e inferior al 40%

	60 SMMLV

	Igual o superior al 20% e inferior al 30%

	40 SMMLV

	Igual o superior al 10% e inferior al 20%

	20 SMMLV

	Igual o superior al 1% e inferior al 10%

	10 SMMLV


Por lo tanto, establecido que el porcentaje de incapacidad de Luis Ferney Isaza, es del 30.17%, se le reconocerá por este concepto el valor de 60 SMMLV, con lo cual, el monto de la indemnización resultaría proporcional a la lesión sufrida.” (Resaltado fuera del texto).  

Para la Sala, asistió razón al a quo al considerar que en la sentencia cuestionada el Tribunal se apartó del criterio de esta Corporación en torno al reconocimiento del daño a la salud, por pérdida de la capacidad laboral, pues como quedó expuesto, éste se refiere a la afectación a la integridad psicofísica, es decir, a la valoración del daño corporal, que parte de un componente objetivo “determinado con base en el porcentaje de invalidez decretado” y uno subjetivo que atiende a las consecuencias particulares de la víctima de la lesión. 

Por tanto, no era del caso denegar la indemnización por daño a la salud, cuando la afectación psicofísica resultó plenamente probada.

En cuanto al daño moral, la Sección Tercera del Consejo de Estado, en sentencia de 28 de agosto de 2014 (Expediente núm. 1999-00326 [31172], M.P. Olga Mélida Valle de de La Hoz), precisó:
“La reparación del daño moral en caso de lesiones tiene su fundamento en el dolor o padecimiento que se causa a la víctima directa, familiares y demás personas allegadas.  

Para el efecto se fija como referente en la liquidación del perjuicio moral, en los eventos de lesiones, la valoración de la gravedad o levedad de la lesión reportada por la víctima. Su manejo se ha dividido en seis (6) rangos: 
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SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV

Igual o superior al 50% 100 50 35 25 15

Igual o superior al 40% e inferior al 

50% 80 40 28 20 12

Igual o superior al 30% e inferior al 

40% 60 30 21 15 9

Igual o superior al 20% e inferior al 

30% 40 20 14 10 6

Igual o superior al 10% e inferior al 

20% 20 10 7 5 3

Igual o superior al 1% e inferior al 10% 10 5 3,5 2,5 1,5

GRAFICO No. 2

REPARACION DEL DAÑO MORAL EN CASO DE LESIONES


Deberá verificarse la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa, la que determinará el monto indemnizatorio en salarios mínimos. Para las víctimas indirectas se asignará un porcentaje de acuerdo con el nivel de relación en que éstas se hallen respecto del lesionado, conforme al cuadro.  

La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se determinarán y motivarán de conformidad con lo probado en el proceso.” 


Si bien es cierto que en el fallo censurado el ad quem advirtió que la Jurisprudencia en comento “en ningún momento eliminó la carga probatoria de demostrar la intensidad de la lesión como parámetro para tasar la respectiva indemnización”, debió también tener en cuenta que, en relación con el perjuicio moral, la Jurisprudencia de esta Corporación, de manera reiterada, ha señalado que se tiene por probado, en el caso del lesionado, con la sola prueba de las lesiones y se infiere en los grados de parentesco cercanos. De allí que no pueda desconocerse la regla de la experiencia acorde con la cual la familiaridad comporta cercanía afectiva y genera a los parientes congoja o aflicción por el daño causado al ser querido
.
De manera que tampoco es de recibo el argumento del Tribunal en el sentido de denegar la indemnización por daño moral, por considerar que no existían pruebas de “una afectación moral grave en detrimento suyo  y menos aún, en detrimento de sus familiares”, pues, de conformidad con las sentencias de unificación analizadas, la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa incide para efectos de determinar el monto indemnizatorio, mas no el perjuicio como tal.
Y finalmente, destaca la Sala que la Jurisprudencia de esta Corporación ha reconocido los perjuicios materiales por lucro cesante
, teniendo en cuenta la disminución de la capacidad laboral,  como en efecto se indicó en las sentencias de la Sección Tercera anteriormente analizadas, que, sobre el punto, señalaron:

“Para efectos de la liquidación del lucro cesante se tendrá como referencia el porcentaje de incapacidad laboral decretado, esto es, del 30.17% y comoquiera que no se acreditó adecuadamente el salario que estuviese devengando (…) atendiendo a razones de equidad, lo procedente será presumir que devengaba como salario el mínimo legal mensual.”

Por lo que, en lo concerniente a este asunto, estima la Sala que debió considerar el Tribunal que cuando se trata de lesiones físicas, el lucro cesante está determinado por la disminución de capacidad para laborar, “entendida como la pérdida o aminoración de la posibilidad de ejercer una actividad lucrativa empleando el 100% de su capacidad de trabajo, o dicho de otra manera, es el porcentaje de ganancia o provecho que deja de reportarse a consecuencia del daño sufrido que ha ocasionado la imposibilidad en determinada proporción para desarrollar una actividad económica”, sea esta militar o civil, es decir, es una calificación general.

En conclusión, deben ampararse los derechos fundamentales del actor, por haberse acreditado el desconocimiento del precedente de esta Corporación en materia de indemnización de perjuicios por lesiones, por lo que se confirmará la sentencia impugnada.

Por último, no se configuraron los defectos fáctico y procedimental de la providencia, porque no se observa que se haya omitido valorar pruebas ni que el Juez haya actuado al margen de los procedimientos establecidos.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

F A L L A:

Primero: CONFÍRMASE la sentencia impugnada. 

Segundo: Notifíquese a las partes por el medio más expedito y eficaz.
Tercero: Dentro de los diez (10) días siguientes a su ejecutoria, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Se deja constancia de que la anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en la sesión del día 2 de junio de 2016.

ROBERTO AUGUSTO SERRATO VALDÉS     MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ



Presidente 

MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO   
 
          GUILLERMO VARGAS AYALA
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� Ver providencia de 18 de octubre de 2014, Expediente núm. 2014-00568-01, Consejera ponente: doctora María Elizabeth García González.


� Sentencia T-649 de 2012, Magistrado ponente: doctor Jorge Iván Palacio Palacio.


� Sentencia T-267 de 2013, Corte Constitucional.





� Sentencia T-766 de 2008.


� Ver sentencia T-292 de 2006.


[�] Rad. No. 50001-2315-000-1999-00326-01 (31172) C.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz. (Perjuicios Morales)


Rad. 05001-23-31-000-1997-01172-01(31170). C.P. Enrique Gil Botero. (Daño a la Salud)


[�] Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de unificación de 27 de agosto de 2014, Exp. 31172, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz


� Ver sentencia de 31 de agosto de 2015, Expediente núm. 2001-02188 (36075), Consejera ponente: doctora Stella Conto Díaz  del Castillo.


� Ver fallo de 26 de junio de 2013, Expediente núm. 2013-00736-00, Consejera ponente: María Elizabeth García González.





